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ha de velar la Administración Penitenciaria, como lo son
concretamente el riesgo para la vida, salud y seguridad
de los demás internos o el buen orden del centro; valores
ambos que, en ocasiones, podían verse afectados seria-
mente por la eventual introducción en el establecimiento
penitenciario de objetos peligrosos o estupefacientes.

4. Pues bien, ha de reiterarse ahora el análisis que,
de ambas argumentaciones, se efectuaba en la repetida
STC 57/1994 en relación con los dos derechos fun-
damentales invocados por el demandante de amparo
—dignidad personal e intimidad— en su ponderación con
el conflicto que se genera en supuestos como el presente
con esos otros bienes jurídicos —seguridad y orden del
establecimiento— igualmente dignos de protección.

En esencia, se concluyó en aquella ocasión que la
Administración Penitenciaria «en correspondencia con
su deber de velar por el orden y seguridad de los esta-
blecimientos, puede establecer los oportunos controles
para impedir que las comunicaciones íntimas puedan
ser ocasión de introducir objetos peligrosos o sustancias
estupefacientes, con evidente riesgo para la salud y la
integridad física de los internos, y para la seguridad y
buen orden del centro. Máxime si, como se ha alegado
por el Abogado del Estado, dichas comunicaciones son
el cauce habitual para la introducción en el Centro de
estupefacientes u objetos peligrosos. Ni esa apreciación
puede entrañar que las medidas de control, aun cuando
restrinjan la intimidad corporal de los internos, no puedan
ser constitucionalmente legítimas si están justificadas
por su finalidad, se fundamentan en las circunstancias
del centro penitenciario y la previa conducta de los reclu-
sos y, además, por los medios utilizados para su práctica,
no se produce afectación de los derechos fundamentales
y, en particular, de los reconocidos en los arts. 15
y 18.1 C.E.» (STC 57/1994, FJ 8 in fine).

Ahora bien, son estas últimas exigencias las que aho-
ra, al igual que sucediera en el supuesto entonces exa-
minado, se encuentran ausentes en la medida acordada
por el establecimiento penitenciario y determinan la apre-
ciación de que se ha lesionado por ello mismo, uno,
al menos, de esos dos derechos fundamentales invo-
cados por el actor; concretamente, su derecho a la inti-
midad; pues, ni la medida se encuentra justificada espe-
cíficamente en atención a la conducta previa del interno
o a las condiciones del Centro, ni tampoco se advierte
que fuese llevada a cabo utilizando los medios necesarios
para procurar una mínima afectación de aquel derecho
esencial.

Por ello, en atención a las razones expuestas, y a
las que más extensamente se expresaron en la STC
57/1994, se ha de concluir que el derecho a la intimidad
personal del demandante (ex art. 18.1 C.E.) se ha visto
conculcado en este supuesto, lo que ha de conducir
al otorgamiento del amparo solicitado por tal motivo,
sin que, por lo demás, sea ya necesario examinar el
resto de vulneraciones constitucionales que se repro-
chan tanto al Acuerdo sancionador como a las reso-
luciones judiciales impugnadas.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Estimar el recurso de amparo promovido por don
Javier Goldaraz Aldaia y, en consecuencia:

1.o Reconocer que se ha vulnerado al recurrente
el derecho fundamental a la intimidad personal, y en
su virtud,

2.o Anular el Acuerdo sancionador de la Comisión
Disciplinaria del Centro Penitenciario de Daroca, de 25
de junio de 1997, recaído en el expediente disciplinario
núm. 179/97, así como los Autos del Juzgado de Vigi-
lancia Penitenciaria de Zaragoza, de 10 de julio y 1 de
agosto de 1997, resolutorios de los recursos de reforma
y alzada contra el citado Acuerdo sancionador.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a veinticuatro de julio de dos
mil.—Carles Viver Pi-Sunyer.—Rafael de Mendizábal Allen-
de.—Julio Diego González Campos.—Tomás S. Vives
Antón.—Vicente Conde Martín de Hijas.—Guillermo Jimé-
nez Sánchez.—Firmado y rubricado.

15928 Sala Primera. Sentencia 205/2000, de 24 de
julio de 2000. Recurso de amparo 914/99.
Promovido por doña Remedios Hofmann Rol-
dós respecto de la providencia del Juzgado
de Primera Instancia núm. 44 de Barcelona
que inadmitió su recurso de reposición contra
otra anterior que, en un juicio de cognición
en que había sido condenada a retirar un tubo
de extracción de humos, autorizó a la parte
contraria a ejecutar la Sentencia a su costa.
Vulneración del derecho a la tutela judicial
(recursos legales): inadmisión arbitraria de
recurso de reposición por no citar el precepto
infringido.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues-
ta por don Pedro Cruz Villalón, Presidente, don Manuel
Jiménez de Parga y Cabrera, don Pablo García Manzano,
don Fernando Garrido Falla y doña María Emilia Casas
Baamonde, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 914/99, promovido
por doña Remedios Hofmann Roldós, representada por
la Procuradora de los Tribunales doña Nuria Solé Batet
y asistida del Letrado don Antoni Ferré Mestre, contra
la providencia de 1 de febrero de 1999 del Juzgado
de Primera Instancia núm. 44 de Barcelona, en el juicio
de cognición núm. 976/97, que rechazó el recurso de
reposición contra la providencia del mismo Juzgado dic-
tada el 21 de enero de 1999. Ha intervenido el Ministerio
Fiscal. Ha sido Ponente el Presidente don Pedro Cruz
Villalón, quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal el
día 1 de marzo de 1999, la Procuradora de los Tribunales
doña Nuria Solé Batet interpuso, en nombre y repre-
sentación de doña Remedios Hofmann Roldó, recurso
de amparo contra la providencia de 1 de febrero de
1999 del Juzgado de Primera Instancia núm. 44 de Bar-
celona, por entender que vulnera el art. 24.1 C.E.

2. Los hechos de los que trae causa la demanda
de amparo relevantes para la resolución del caso son,
en síntesis, los siguientes:

a) En el juicio de cognición núm. 976/97, seguido
en el Juzgado de Primera Instancia núm. 44 de Bar-
celona, se dictó Sentencia de 18 de mayo de 1998
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por la que se condenaba a la recurrente a retirar un
tubo de extracción de humos, vahos y olores adosado
a la pared propiedad de la parte actora, dejándola en
el estado que se encontraba anteriormente, bajo aper-
cibimiento de que de no hacerlo en los tres meses
siguientes se ordenaría ejecutarlo a su costa.

b) Entendiendo el juzgador de instancia que la
recurrente no había cumplimentado correctamente el
fallo de la Sentencia en el plazo conferido, procedió a
dictar providencia de 21 de enero de 1999 por la que
autorizó a la parte actora a ejecutar la mencionada Sen-
tencia firme a costa de la hoy demandante de amparo.

c) Contra la anterior resolución se formuló recurso
de reposición el 29 de enero de 1999 por considerar
que la autorización judicial contenida en aquélla no era
ajustada a Derecho, produciendo una extralimitación en
la interpretación del fallo de la Sentencia que, además,
afectaba a intereses y derechos de una tercera persona
que no intervino en el proceso, con lo que podría haberse
dado una vulneración del derecho a la tutela judicial
efectiva (art. 24.1 C.E.). Por providencia de 1 de febrero
de 1999, el Juzgado rechazó de plano el recurso de
reposición, de acuerdo con el art. 377 L.E.C., por no
haber sido citada la disposición de esta Ley que había
sido infringida.

3. La demanda de amparo se dirige contra esta últi-
ma providencia, invocando la jurisprudencia constitucio-
nal recaída a propósito de la exigencia contenida en
el art. 377 L.E.C. según la cual sería contrario al art.
24.1 C.E. rechazar un recurso de reposición por incumplir
la obligación de citar normas procesales cuando el recur-
so se fundamente exclusivamente en la infracción de
preceptos sustantivos. En este caso, el recurso contra
la providencia del Juzgado de 21 de enero de 1999,
que autorizaba a la parte actora para ejecutar la Sen-
tencia de 18 de mayo de 1998, fue rechazado por el
Juzgado por no citar la disposición de la Ley de Enjui-
ciamiento Civil, cuando aquél se basó en motivos de
índole sustantiva, en concreto, que la autorización con-
ferida para ejecutar la Sentencia infringía el art. 24.1
C.E. por no ejecutarla en sus propios términos, y por
afectar a intereses y derechos de terceros no intervi-
nientes en el pleito, causándoles indefensión. Se solicita
pues la anulación de la señalada providencia denegatoria
del recurso, y la reposición de las actuaciones al momen-
to procesal anterior al de dictarse aquélla.

4. Por providencia de la Sección Primera de 25 de
octubre de 1999 se acordó la admisión a trámite de
la demanda, así como requerir al Juzgado de Primera
Instancia núm. 44 de Barcelona la remisión del testi-
monio del juicio de cognición núm. 976/97 y el empla-
zamiento de cuantos fueron parte en el proceso, con
excepción de la recurrente en amparo.

5. En la misma fecha se dictó providencia acordan-
do formar pieza separada para la tramitación del inci-
dente de suspensión. El Auto de 13 de diciembre de
1999 acordó denegarla por considerar que no se acre-
ditó suficientemente que la ejecución de la providencia
del Juzgado de 21 de enero de 1999 causara inexo-
rablemente perjuicios irreparables en un tercero.

6. Por providencia de 10 de enero de 2000, se tuvie-
ron por recibidos los testimonios de las actuaciones y
se acordó dar vista de todas ellas por un plazo común
de veinte días al Ministerio Fiscal y a la solicitante de
amparo para que pudieran presentar las alegaciones que
a su derecho conviniera, de acuerdo con el art. 52 LOTC.

7. Mediante escrito presentado el 21 de enero
de 2000, el Ministerio Fiscal interesó el otorgamiento
del amparo por entender que la respuesta judicial con-
tenida en la providencia del Juzgado de 1 de febrero

de 1999 no fue conforme con el principio de tutela judi-
cial efectiva (art. 24.1 C.E.) que, de acuerdo con la rei-
terada doctrina de este Tribunal, imponía entrar en el
fondo del asunto. Las normas citadas en el recurso de
reposición eran en este caso de indudable carácter sus-
tantivo, específicamente preceptos constitucionales, no
pudiendo el Juzgado rechazar a limine el escrito, basán-
dose en el art. 377 L.E.C., por el hecho de no citar la
norma procesal infringida. Por ello, solicita la anulación
de la providencia recurrida.

8. Por escrito registrado el día 4 de febrero de 2000,
la recurrente reitera las alegaciones expuestas en la
demanda, insistiendo en que el motivo por el cual debería
otorgarse el amparo se encuentra en la jurisprudencia
constitucional según la cual el requisito de citar la dis-
posición legal contenido en el art. 377 L.E.C. sólo es
predicable de los recursos motivados en infracción de
preceptos de dicha ley, porque de otro modo se obligaría
al recurrente a citar imaginarios preceptos procesales.
La razón que motivó el recurso de reposición fue en
este caso la posible lesión de un derecho garantizado
por el art. 24 C.E. y, por ello, su rechazo, basado en
la falta de cita del precepto procesal, vulneró la tutela
judicial efectiva.

9. Por escrito presentado en el Registro del Tribunal
el 2 de marzo de 2000, la Procuradora de los Tribunales
doña Rosalía Rosique Samper, estando el proceso con-
cluso y pendiente de señalamiento, se personó en nom-
bre y representación de doña Rosa Delgado García y
don Juan García Delgado bajo la dirección Letrada de
don Miguel Rodríguez Zamora, siendo tenida por parte en
tal concepto en el estado procesal en que el recurso
de amparo se encontraba, por diligencia de ordenación
de 7 de marzo siguiente.

10. Por providencia de 21 de julio de 2000 se seña-
ló para deliberación y votación de la presente Sentencia
el día 24 del mismo mes y año.

II. Fundamentos jurídicos

1. Alega la demandante de amparo que la provi-
dencia del Juzgado de Primera Instancia núm. 44 de
Barcelona frente a la que se dirige el presente recurso
ha vulnerado su derecho fundamental a la tutela judicial
efectiva (art. 24.1 C.E.) al negar la tramitación de un
recurso de reposición interpuesto por el recurrente sin
citar el precepto procesal infringido, con arreglo al art.
377 L.E.C. Así lo ha entendido también el Ministerio
Fiscal, invocando al respecto, al igual que la demandante,
una consolidada doctrina de este Tribunal al respecto.

2. Como ha reiterado este Tribunal, el derecho de
acceso a los recursos constituye una vertiente del dere-
cho fundamental a la tutela judicial efectiva. Es un dere-
cho de configuración legal, de modo que su ejercicio
se encuentra condicionado al cumplimiento de los requi-
sitos legalmente establecidos para ello, cuya concurren-
cia debe ser valorada en exclusiva por el órgano judicial
(SSTC 58/1995, de 10 de marzo, 149/1995, de 16
de octubre, 142/1996, de 16 de septiembre,
211/1996, de 17 de diciembre, 76/1997, de 21 de
abril, y 10/1999, de 8 de febrero, entre otras). Las deci-
siones de inadmisión de los recursos que efectúen los
órganos judiciales sólo pueden ser objeto de revisión
por parte de este Tribunal si la apreciación de la causa
se ha llevado de forma arbitraria, inmotivada o como
consecuencia de una interpretación rigorista y excesi-
vamente formal que quiebre la proporción entre la fina-
lidad del requisito incumplido y las consecuencias para
el derecho fundamental (SSTC 162/1995, de 7 de
noviembre, 38/1996, de 11 de marzo, 160/1996, de
15 de octubre, 93/1997, de 8 de mayo, 112/1997,
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de 3 de junio, y 207/1998, de 26 de octubre, entre
otras). Este último podría ser el caso de la inadmisión
de los recursos de reposición por no citar el precepto
procesal infringido, como dispone el art. 377 L.E.C., que
ha sido ya objeto de numerosos pronunciamientos por
parte de este Tribunal.

3. La doctrina que se ha sentado en estos pronun-
ciamientos señala la necesidad de interpretar el último
inciso del art. 377 L.E.C. («... y citarse la disposición
de esta Ley que haya sido infringida») de conformidad
con el sentido o finalidad del precepto, de forma que,
dado que cabe impugnar una misma resolución por razo-
nes no sólo de forma, sino también de fondo, la «dis-
posición de esta Ley» a la que se refiere el art. 377
de la propia Ley de Enjuiciamiento Civil solo habrá de
ser citada expresamente cuando el motivo de impug-
nación tenga naturaleza procesal; afirmar lo contrario
significaría obligar al recurrente a citar imaginarios pre-
ceptos procesales infringidos. En consecuencia, cuando
el recurso se fundamente exclusivamente en la infracción
de preceptos sustantivos, no existe obligación alguna
de citar normas procesales que no han sido vulneradas.
En tales casos, la inadmisión del recurso vulnera el art.
24 C.E., porque la exigencia de un requisito pensado
para otra finalidad rompe la correspondencia entre aqué-
lla y las consecuencias que se siguen para el derecho
a la tutela judicial, produciendo un resultado despropor-
cionado e injustificado como consecuencia de una apli-
cación incongruente de la exigencia legal. Así lo hemos
declarado, entre otras, en las SSTC 213/1993, de 28
de junio; 172/1995, de 21 de noviembre; 194/1996,
de 26 de noviembre; 196/1997, de 13 de noviembre;
64/1998, de 17 de marzo; 10/1999, de 8 de febrero;
100/1999, de 31 de mayo; 213/1999, de 29 de
noviembre; 221/1999, de 29 de noviembre, y 9/2000,
de 17 de enero.

4. La simple aplicación de la anterior doctrina al
presente caso conduce a la estimación del recurso de
amparo. En efecto, la providencia del Juzgado decla-
rando no haber lugar al recurso de reposición por incum-
plir el requisito establecido en el art. 377 L.E.C., al no
citarse la disposición legal infringida, debe considerarse
contraria al art. 24.1 C.E. La recurrente combatía la ante-
rior resolución del Juzgado, la providencia de 21 de ene-
ro de 1999, por motivos de indudable carácter sustantivo
—la extralimitación del juzgador ejecutante y la indefen-
sión de terceros ajenos al proceso— y, por ello, al no
tener como objeto esta impugnación denunciar la vul-
neración de ningún precepto de carácter procesal, no
podía exigirse el cumplimiento de este requisito. De este
modo, la inadmisión del recurso de reposición por esta
causa, de acuerdo con nuestra jurisprudencia, produce
un resultado desproporcionado e injustificado que lesio-
na el derecho fundamental a la tutela judicial efectiva
en su versión de derecho de acceso a los recursos.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Estimar el recurso de amparo presentado por doña
Remedios Hofmann Roldós y, en consecuencia:

1.o Reconocer a la recurrente su derecho a la tutela
judicial efectiva.

2.o Anular la providencia del Juzgado de Primera
Instancia núm. 44 de Barcelona de 1 de febrero de 1999.

3.o Reponer las actuaciones al momento anterior
a resolver el recurso de reposición a fin de que no sea

inadmitido por no haberse citado en el mismo, como
infringido, precepto procesal alguno.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a veinticuatro de julio de dos
mil.—Pedro Cruz Villalón.—Manuel Jiménez de Parga y
Cabrera.—Pablo García Manzano.—Fernando Garrido
Falla.—María Emilia Casas Baamonde.—Firmado y rubri-
cado.

15929 Sala Segunda. Sentencia 206/2000, de 24
de julio de 2000. Recurso de amparo
2.457/99. Promovido por don Hernando
Gómez Ayala frente a los Autos de la Audien-
cia Provincial de Pontevedra que denegaron
su petición de libertad provisional, tras anular
el Tribunal Supremo la Sentencia que le había
condenado por dos delitos de asesinato.
Supuesta vulneración de los derechos a la
libertad personal, a la tutela judicial y a un
proceso con todas las garantías: prórroga de
la prisión provisional, en virtud de Sentencia
condenatoria que es anulada luego en casa-
ción por defecto de motivación.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Carles Viver Pi-Sunyer, Presidente, don
Rafael de Mendizábal Allende, don Julio Diego González
Campos, don Tomás S. Vives Antón, don Vicente Conde
Martín de Hijas y don Guillermo Jiménez Sánchez, Magis-
trados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 2457/99, promovido
por don Hernando Gómez Ayala, representado por la
Procuradora de los Tribunales doña Belén Aroca Flórez
y asistido por el Letrado don Jacinto Romera Martínez,
contra el Auto de la Audiencia Provincial de Pontevedra
de 13 de mayo de 1999, que desestima el recurso de
súplica contra el dictado por la misma Audiencia, el 29
de abril de 1999, recaídos en sumario 2/94. Ha com-
parecido el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente el Magis-
trado don Rafael de Mendizábal Allende, quien expresa
el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal
Constitucional el 9 de junio de 1999, doña Belén Aroca
Flórez, Procuradora de los Tribunales, en nombre y repre-
sentación de don Hernando Gómez Ayala, interpuso
demanda de amparo contra las resoluciones de las que
se ha hecho mérito en el encabezamiento y en ella se
nos dice que la Audiencia Provincial de Pontevedra, por
Sentencia de 13 de febrero de 1998, condenó al actual
demandante de amparo, junto con otras personas, a una
pena de diecinueve años de prisión, como autor de un
delito de asesinato consumado cualificado por las agra-
vantes de alevosía y precio, y a catorce años de prisión
por otro delito de asesinato en grado de tentativa, con
la concurrencia de las mismas circunstancias, así como
a un año y seis meses de prisión por un delito de tenencia
ilícita de armas; todo ello con las correspondientes penas
accesorias e importantes indemnizaciones. El demandan-


